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INFORME No. 104/13
PETICIÓN 643-00
ADMISIBILIDAD

HEBE SÁNCHEZ DE AMÉNDOLA E HIJAS
ARGENTINA

5 de noviembre de 2013
I. RESUMEN

1. El 14 de diciembre de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión o “CIDH”) recibió una petición que fue presentada por Hebe Sánchez de Améndola e Ingrid Elizabeth Améndola representadas por la Coordinadora Contra la Represión Policial e Institucional (CORREPI) (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad internacional de la República de Argentina (en adelante “el Estado” o “Argentina”) por la presunta arbitrariedad de una sentencia judicial que afectaría los derechos de Hebe Sánchez de Améndola y sus cuatro hijas
 (en adelante “las presuntas víctimas”) emitida en un proceso civil de daños y perjuicios contra el Estado, por la muerte de su esposo, Ricardo Osvaldo Améndola, a manos de dos agentes de la Policía Federal argentina.
2. Los peticionarios alegan la violación de los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial de las presuntas víctimas consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana”), así como de la obligación de respetar y garantizar los derechos prevista en su artículo 1.1.  El Estado alega que los reclamos son inadmisibles porque no caracterizan violación a la Convención Americana y que la CIDH no es un tribunal de alzada.  
3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión concluye que es competente para conocer el reclamo y que éste es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de las presuntas víctimas.  En consecuencia, dispone notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. La petición fue registrada bajo el número 643-00.  Luego de un análisis preliminar, el 31 de octubre de 2003 se trasladaron las partes pertinentes al Estado, para sus observaciones.  El Estado presentó sus observaciones el 28 de mayo de 2004, el 9 de septiembre de 2005 y el 9 de enero de 2009 las cuales fueron trasladadas a los peticionarios.  Los peticionarios presentaron sus observaciones el 9 de agosto de 2004 e información adicional el 16 de febrero de 2007, el 25 de septiembre de 2008 y el 12 de marzo de 2009, las que fueron trasladadas al Estado.  
III. POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios
5. Los peticionarios alegan que el 27 de enero de 1989, aproximadamente a las 22:30 horas en el parque "Sarmiento" de la ciudad de Buenos Aires, dos Sargentos de la Policía Federal argentina habrían matado a Ricardo Osvaldo Améndola en supuesto ejercicio de sus funciones y utilizando armas de dotación reglamentaria.  Sostienen que los policías fueron juzgados por estos hechos y condenados a 12 años y 3 meses de prisión por homicidio simple y encubrimiento respectivamente.  
6. Alegan que Hebe Sánchez de Améndola, esposa de la presunta víctima, se constituyó como parte querellante en dicho proceso penal y que luego de dictada la sentencia definitiva habría también iniciado una acción civil por indemnización de daños y perjuicios contra los autores del delito y el Estado, por tratarse de agentes de policía; por sus propios derechos y en representación de sus cuatro hijas menores de edad. 

7. Alegan que mediante decisión de 24 de junio de 1998, el Juez de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal de San Martín rechazó la excepción de defecto legal introducida por uno de los sargentos y rechazó la excepción de prescripción presentada por el otro sargento.  Alega que, sin embargo, el juez habría aceptado la excepción de prescripción de la causa interpuesta por el Estado al considerar que la demanda se presentó habiendo transcurrido el plazo de dos años previsto en el artículo 4037 del Código Civil.  

8. Los peticionarios sostienen que dicha sentencia es arbitraria, en razón de que la legislación establece que el proceso penal suspende el plazo de prescripción de la acción por responsabilidad extracontractual, no sólo en relación con los autores del delito, sino también respecto de los responsables civiles.  Sostienen que de conformidad con el Artículo 3982 bis
 del Código Civil (en concordancia con sus artículos 1101 y 4037), la prescripción de la acción civil derivada de un acto criminal se suspende respecto de todos los responsables (incluidos los responsables civiles contra quienes no es posible promover acción penal) desde el momento que se inicia el proceso penal y hasta su conclusión, como lo establece la jurisprudencia
 y la doctrina
.  Al respecto, cita
[...] en razón de la dependencia de la sentencia civil al previo pronunciamiento del juez penal cuando ha mediado querella contra el o los responsables penales del hecho, resulta atinado considerar que la querella criminal suspende el curso de la prescripción, en los términos del art. 3982 bis, contra todos los responsables [...] la querella deducida contra los codemandados Barry y Bigozzi -los médicos a quienes se les imputó el delito- suspendió el curso de la prescripción contra ellos desde luego, pero también lo suspendió contra los responsables civiles no querellados, o no susceptibles de serlo. En esos términos, corresponde revocar la sentencia apelada en cuanto hizo lugar a la defensa de prescripción opuesta al progreso de la acción por Policlínica Privada de Medicina y Cirugía S.A.
.

9. Sostienen que la pendencia del juicio penal contra el primero suspende la prescripción de la acción civil que se intenta contra el segundo.  Alegan que al haberse constituido como querellante, se suspendieron los plazos para interponer la acción civil de daños y perjuicios.  Esta norma tendría relación con el artículo 1101 del Código Civil, que impide el dictado de sentencia en sede civil hasta tanto quede firme la sentencia penal.  Sostienen que la constitución como querellante fue hecha mucho antes de transcurrido el plazo prescriptivo, mantenida hasta la sentencia condenatoria definitiva; y que la demanda civil se habría presentado bajo el “paraguas” de la suspensión, mientras no corrían los plazos, por lo que ésta habría sido interpuesta en tiempo oportuno.

10. La presunta víctima habría planteado un recurso de apelación que habría sido decidido por la Primera Sala de la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín el 23 de noviembre de 1999, confirmando la decisión anterior.  Se habría promovido un recurso extraordinario que fue denegado por la misma Cámara Federal.  Posteriormente, habrían presentado un recurso de queja ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN), el que habría dido rechazado el 31 de mayo del 2000 al tenor de lo dispuesto por el artículo 280 del Código Procesal Civil de la Nación
.  Esta decisión fue notificada el 8 de junio del 2000.
11. Los peticionarios sostienen que no obstante la responsabilidad directa del Estado en la muerte de Ricardo Osvaldo Améndola el Estado no ha respondido con una debida reparación.  Alegan que la familia Améndola habría sido víctima de la “violencia estatal” que a través de este fallo inequitativo “vuelve a ser victimizada por otro ente del Estado, negándosele la posibilidad de reclamar la condigna indemnización material pertinente”.

12. Frente al alegato del Estado sobre la extemporaneidad de la petición (ver infra III.B) responden que si bien la resolución del recurso de queja fue notificada el 8 de junio de 2000 “ese resolutorio adquiere carácter de cosa juzgada a partir de su consentimiento por parte del recurrente” lo que habría ocurrido el 15 de julio de 2000, de acuerdo a la legislación argentina
.
B.
Posición del Estado

13. El Estado alega que la petición es inadmisible dado que no se han configurado violaciones a la Convención Americana.  Alega que la Comisión no es un tribunal de alzada.  Sostiene además que el traslado de la petición al Estado es extemporáneo al haberse realizado casi tres años después de su presentación ante la CIDH y que además la petición no cumple con el plazo de los seis meses establecido en la Convención Americana.

14. Alega que la pretensión de la presunta víctima de demandar daños y perjuicios al Estado Nacional fue rechazada dado que la acción civil por la alegada responsabilidad extracontractual se encontraba prescripta, toda vez que habían transcurrido los dos años dispuestos por el artículo 4037 del Código Civil.  Alega que el reclamo internacional gira exclusivamente en torno a la interpretación que los tribunales domésticos hicieron del artículo 3982 bis del Código Civil y que la denuncia se sustenta en la mera disconformidad de las reclamantes con lo resuelto en sede interna.  

15. Sostiene que no se alega ni existieron irregularidades en el proceso ni falta de independencia o imparcialidad de los jueces, sino un adecuado respeto a las garantías del debido proceso a la luz de los estándares internacionales aplicables en la materia.  Alega que se pretende utilizar la vía internacional como una suerte de “cuarta instancia” a modo de tribunal de alzada de la jurisdicción local.

16. Respecto a la prescripción de la acción civil el Estado alega que la doctrina mayoritaria y la jurisprudencia preponderante
 establece que el beneficio de la suspensión de la prescripción tiene efectos relativos y personales ya que "no puede ser invocada sino por las personas, o contra las personas, en perjuicio o a beneficio de las cuales ella está establecida, y no por sus cointeresados o contra sus cointeresados"
.  Por lo tanto, sólo se suspende el curso cuando la ley lo ha establecido de manera expresa, aspecto que determina una interpretación estricta.  Al respecto cita que

en cuanto a los responsables del hecho a los que hace referencia el art. 3982 bis del Código Civil cabe precisar que no pueden ser otros que los autores o partícipes del hecho ilícito porque sólo contra ellos puede entablarse la acción penal.  De tal modo la suspensión de la prescripción de la acción civil no puede tener efectos sino contra las personas nombradas sin que se extienda a otros responsables civiles que no hayan sido sujetos pasivos de la acción represiva o a quienes se les endilga una responsabilidad refleja
.

17. Asimismo, responde que la jurisprudencia citada por los peticionarios omitió el siguiente párrafo 

[…] ha suscitado criterios jurisprudenciales no coincidentes en este aspecto. Esta Sala, en anterior composición, siguiendo la orientación de la doctrina y jurisprudencia mayoritarias, resolvió que para que la querella tenga efecto suspensivo de la prescripción en los términos del art. 3982 bis del Cód. Civil no sólo es necesario que se demuestre la exteriorización de obrar o mantener vivo el derecho que se pretende, saliendo el acreedor de su silencio o inacción, sino que también es menester que se la deduzca directamente contra el propio deudor, pues ésta es la interpretación que cabe asignar al referido artículo cuando dice que la querella criminal debe ser dirigida "contra los responsables del hecho". […] En sentido coincidente se ha juzgado que cuando la responsabilidad de diversos sujetos obedece a distintos factores de atribución se hace presente un caso de concurrencia de obligaciones y no de solidaridad, razón por la cual la querella criminal dirigida contra quien ha sido autor material del hecho no reviste efectos suspensivos respecto del principal […] Es decir, según esta comprensión, en virtud de lo dispuesto por el art. 3982 bis la querella criminal promovida contra el autor del ilícito sólo suspende el curso de la prescripción respecto del querellado y su efecto no se extiende al civilmente responsable que no lo fue
.
18. Alega que las presuntas víctimas han tenido un apropiado acceso a la justicia en el marco del debido respeto a sus garantías procesales, sin ninguna clase de restricción o menoscabo.  Señala que frente a una jurisprudencia y doctrina que mayoritariamente avalaban la postura discutida por los peticionarios, una “mínima diligencia” hubiera aconsejado, la interposición de demanda contra el Estado independientemente de la causa penal.  

19. Alega que las presuntas víctimas habrían podido iniciar la demanda de daños y perjuicios contra el Estado Nacional, pero que decidieron hacerlo una vez finalizado el proceso penal cuando ya había expirado el plazo legal para interponer la acción civil extracontractual.  Alega que los peticionarios no interpusieron los recursos internos que tenían a disposición y debido a su impericia procesal -por negligencia propia- se habría extinguido el derecho de acción.  Sostiene que los peticionarios perdieron la posibilidad de cumplir con el requisito de agotamiento previo de los recursos internos y en consecuencia, se inhabilitó la competencia subsidiaria de la CIDH.

20. Alega que la CSJN notificó a la peticionaria la resolución sobre su caso el 8 de junio de 2000 y que tomando en consideración la fecha de recepción de la petición por parte de la CIDH, la petición resulta inadmisible por haberse presentado en una fecha que excede el plazo de los seis meses previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana.

21. Sostiene que la Comisión es un órgano de carácter subsidiario y no puede revisar sentencias de tribunales nacionales dictadas en aplicación de las debidas garantías judiciales, a menos que considere que se haya violado la Convención Americana.  Alega que el trámite judicial interno se desenvolvió en el marco de los estándares internacionales en materia de debido proceso y que la justicia adoptó su decisión en virtud de su interpretación de los hechos, de la prueba y del derecho aplicable. Por ende, el Gobierno considera que no existe ningún elemento de hecho ni de derecho que pudiera conducir a una violación de derechos y las garantías reconocidas en la Convención.  

IV. ANÁLISIS

A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

22. Los peticionarios están legitimados para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales con respecto a quienes el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana.  En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Argentina es un Estado parte de la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
23. La Comisión tiene competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana y en el Protocolo de San Salvador ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de estos instrumentos.  La CIDH tiene competencia ratione temporis en relación a cada instrumento sobre los hechos posteriores a su entrada en vigencia para el Estado, respectivamente.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.  
B.
Requisitos de admisibilidad

1. Agotamiento de los recursos internos

24. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.  Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
25. Según lo establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, tiene la carga de identificar cuáles serían los recursos a agotarse y demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.
26. Los peticionarios sostienen que los recursos fueron agotados mediante la resolución de rechazo del recurso de queja de 8 de junio de 2000.  Por su parte, el Estado no alega propiamente la falta de agotamiento de los recursos internos sino la falta de pericia procesal de los peticionarios al no haber interpuesto la acción civil dentro del plazo previsto.
27. La Comisión observa que el objeto de la presente petición se refiere a la alegada arbitrariedad de una sentencia judicial que afectarían los derechos de las presuntas víctimas a las garantías judiciales y la protección judicial en un proceso civil de daños y perjuicios, que tenía como objeto buscar una debida reparación por la muerte del esposo y padre de las presuntas víctimas a manos de agentes de la Policía.  

28. La Comisión observa que el proceso penal iniciado por los hechos ocurridos el 7 de enero de 1989, en el que Hebe Sánchez de Améndola era parte querellante, culminó con una sentencia condenatoria.  Luego se habría iniciado una acción civil por indemnización de daños y perjuicios contra los autores del delito y el Estado.  La acción contra el Estado habría sido rechazada el 24 de junio de 1998 con base en la aplicación de la prescripción de la acción por el transcurso del plazo de dos años.  La Cámara Federal de Apelaciones de San Martín habría rechazado el recurso de apelación interpuesto contra la citada decisión, el 23 de noviembre de 1999.  Se habría promovido un recurso extraordinario que habría sido denegado por la misma Cámara Federal en base a la prescripción de la acción.  El recurso de queja habría sido rechazado por la CSJN el 31 de mayo del 2000 al tenor de lo dispuesto por el artículo 280 del Código Procesal Civil de la Nación.  Esta decisión habría sido notificada el 8 de junio del 2000.
29. Al respecto, los peticionarios alegan que al haberse constituido como querellantes, se suspendieron los plazos para interponer la acción civil de daños y perjuicios.  El Estado por su parte, sostiene que la doctrina mayoritaria y la jurisprudencia preponderante establece que el beneficio de la suspensión de la prescripción tiene efectos relativos y personales, y que sólo se suspende su curso cuando la ley lo ha establecido de manera expresa.  
30. Con base en estos alegatos, la Comisión tendría que analizar si los peticionarios agotaron debidamente los recursos internos tomando en cuanta la doctrina “mayoritaria” que señala el Estado.  La Comisión, sin entrar a conocer cuestiones de derecho interno, sí toma en cuenta con base en una revisión sumaria de antecedentes jurisprudenciales y doctrina en la materia
, que existen dos enfoques sobre la aplicabilidad de la suspensión de la prescripción a personas no acusadas en el proceso penal.  De dicha revisión, a efectos ilustrativos y no exhaustivos, la CIDH identificó ambas posiciones jurisprudenciales en una serie de decisiones emitidas antes y después de 24 de junio de 1998, fecha de la primera decisión interna que aplica la prescripción en la presente petición
.  
31. Tomando en cuenta la preexistencia de diversos enfoques jurisprudenciales sobre la misma materia, aún con un enfoque mayoritario y otro minoritario, y a los efectos de la etapa de admisibilidad, la Comisión considera que las presuntas víctimas agotaron la acción civil con una expectativa razonable de respuesta efectiva a sus pretensiones. 
32. Por lo tanto, dadas las características de la presente petición, la Comisión considera que los recursos internos fueron agotados mediante la Resolución judicial que habría desestimado el recurso de queja, notificada el 8 de junio de 2000.  

2. Plazo de presentación de la petición

33. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  

34. Al respecto, el Estado alega que la CSJN notificó a la peticionaria la resolución sobre su caso el 8 de junio de 2000 y que tomando en consideración la fecha de recepción de la petición por parte de la CIDH, la petición resulta inadmisible por haberse presentado en una fecha que excede el plazo de los seis meses previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana.  El peticionario por su parte responde que si bien la resolución fue notificada en dicha fecha “ese resolutorio adquiere carácter de cosa juzgada a partir de su consentimiento por parte del recurrente” lo que habría ocurrido el 15 de julio de 2000, de acuerdo a la legislación argentina.
35. La Comisión observa que la resolución con la cual se agotan los recursos internos fue notificada a las presuntas víctimas el 8 de junio de 2000 y que la petición sin fecha fue recibida por la CIDH vía correo postal el 14 de diciembre de 2000, transcurridos seis meses y seis días de notificada dicha resolución.  Al respecto, de acuerdo a la práctica de la CIDH en la materia
, presumiendo los días que transcurrieron mientras la petición estuvo en el correo postal, la Comisión considera que la petición fue presentada de forma oportuna, con lo cual se satisface el requisito dispuesto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana
. 

3. Duplicación de procedimiento internacional

36. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana.  Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.d) y en el artículo 47.d) de la Convención Americana. 
4. Caracterización de los hechos alegados

37. En la presente petición, se han presentado una serie de argumentos sobre la presunta violación a los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.  En particular, el peticionario alega que la decisión de 24 de junio de 1998 del Juez de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal de San Martín fue arbitraria.  Por su parte, el Estado alega que en el proceso judicial no se habrían violado las garantías del debido proceso y que la petición asigna a la Comisión la función de un tribunal de alzada.  Asimismo, alega la falta de pericia de los peticionarios quienes debieron haber interpuesto la acción civil en cuestión antes del vencimiento del plazo previsto e interrumpir así su prescripción.  
38. Al respecto, la Comisión entiende que el derecho a una reparación de violaciones de derechos humanos, específicamente, respecto del derecho a la vida, en principio, es un derecho autónomo, por lo que existe independientemente del derecho nacional y forma parte de la responsabilidad internacional del Estado respecto a la conducta violatoria de sus agentes.  Según lo alegado, en la presente petición el sistema interno no habría ofrecido posibilidades idóneas a la presunta víctima de accionar su derecho a la reparación.  Corresponde analizar en la etapa de fondo si el sistema interno ofreció las vías adecuadas para buscar una debida reparación en estas circunstancias; o hasta que punto habría sido necesario para los peticionarios haber contado con los resultados de la investigación y proceso penal con el fin de accionar su derecho a la reparación con la información y elementos requeridos.
39. A la luz de las anteriores consideraciones, la Comisión observa que los alegatos expuestos podrían caracterizar violaciones al derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial protegidos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana en relación con su artículo 1.1.

V.
CONCLUSIONES
40. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 8 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.

41. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos. 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 8 y 25 en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana.

2. Notificar esta decisión al Estado argentino y a los peticionarios.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 5 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton (en contra), Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Ingrid Elizabeth, Noelia Ximena, Ivana Soledad y Leticia Analía Améndola.


� En sustento de su argumento los peticionarios citan el art. 3982 bis del Código Civil: "Si la víctima de un acto ilícito hubiere deducido querella criminal contra los responsables del hecho, su ejercicio suspende el término de prescripción de la acción civil, aunque en sede penal no hubiere pedido el resarcimiento de los daños. Cesa la suspensión por terminación del proceso penal o desistimiento de la querella".


� En sustento argumentan que similar interpretación han dado a las referidas normas diversos tribunales argentinos, en otras causas como: (i) Isaach, Jorge S. c/ Simonetti, Ramón: "Dado que las responsabilidades del autor material del hecho y el dueño o guardián jurídico de la cosa peligrosa con la que se causara el daño, se encuentran indiscutiblemente unidas, la pendencia del juicio penal contra el primero suspende la prescripción de la acción civil que se intenta contra el segundo." y (ii) Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de Buenos Aires, Sala F, 14 de marzo de 2000, autos Franco de Palomo, Sara c/ Balentini, Carlos A. Y otro: "El art. 3982 bis del Código Civil debe interpretarse separadamente del art. 3981 C.C. por lo que la querella criminal promovida contra el autor del ilícito suspende el curso de la prescripción contra el querellado y contra todos los civilmente responsables".


� Los peticionarios citan: "La suspensión establecida por el art. 3982 bis se extiende a todos los sujetos que pueden ser responsabilizados civilmente de los daños originados por el ilícito." Carlos Creus. Influencia del Proceso Penal sobre el Proceso Civil, pág. 63.


� Los peticionarios citan: Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de Buenos Aires, Sala F, 16 de diciembre de 2002, Autos M.M. c./Barry, Federico y otros s/ daños y perjuicios.


� Art. 280. - LLamamiento de autos. Rechazo del recurso extraordinario. Memoriales en el recurso ordinario. Cuando la Corte Suprema conociere por recurso extraordinario, la recepción de la causa implicará el llamamiento de autos. La Corte, según su sana discreción, y con la sola invocación de esta norma, podrá rechazar el recurso extraordinario, por falta de agravio federal suficiente o cuando las cuestiones planteadas resultaren insustanciales o carentes de trascendencia.


� Los peticionarios indican que el plazo para adquirir carácter de cosa juzgada es de cinco días hábiles o diete días corridos.


� En sustento de su argumento el Estado cita: Sentencia de la Cámara Nacional Civil de 18 de febrero de 2004. "[…] Para establecer cuales son los sujetos a los que se refiere la norma respecto del beneficio de la suspensión de la prescripción se debe considerar el principio sentado por el art. 3981 del Código Civil, el que no ha sido derogado ni modificado ante esta nueva causal incluida por la citada ley 17.711.- De acuerdo a lo regulado por este precepto legar el beneficio de la suspensión de la prescripción tiene efectos relativos y personales ya que "no puede ser invocado sino por las personas, o contra las personas, en perjuicio o a beneficio de las cuales ella está establecida, y no por sus co-interesados o contra sus co-interesados".-Conforme se desprende entonces no corresponde extender los efectos de la suspensión de la prescripción por la deducción de la querella penal a aquellos que fueron demandados en el juicio civil pero que no han sido parte en el proceso penal.[…]Es decir que no se extiende el efecto suspensivo previsto en el art. 3982 bis del Código Civil de uno a otro deudor aún frente a obligados en forma solidaria o concurrente”.


� El Estado cita la Sentencia de la Cámara Nacional Civil del 18 de febrero de 2004.


� El Estado cita la Sentencia de la Cámara Nacional Civil del 18 de febrero de 2004.


� El Estado cita Autos M.M. c./Barry, Federico y otros s/ daños y perjuicios CNCIV Sala F, 16 de diciembre de 2002. 


� Art. 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 64.


� Ver � HYPERLINK "http://www.laleyonline.com.ar/" �http://www.laleyonline.com.ar�;  � HYPERLINK "http://www.eldial.com.ar/" �http://www.eldial.com.ar�.


� La Comisión observa que existe doctrina que hace referencia al principio pro homine y el artículo 29 de la Convención Americana en apoyo de la postura favorable a la suspensión de la prescripción.  MIGUEZ, María Angélica y ROBLES, Estela, Efectos suspensivos del término de la prescripción de la acción civil, producidos por la querella penal. Un Fallo Esclarecedor, LA LEY 2000-F, pág.312.


� Ver: CIDH, Informe No. 69/08, Petición 681-00, Guillermo Patricio Lynn, Argentina, Admisibilidad, 16 de octubre de 2008, párrs. 44-46; Informe No. 93/03, Petición 337-07, Samanta Nunes da Silva, Brasil, Admisibilidad, 7 de septiembre de 2009, párrs. 43- 44; Informe No. 79/08; Petición 95-01, Marcos Alejandro Martín, Argentina, Admisibilidad, 17 de octubre de 2008, párrs. 38-39.


� CIDH. Informe No. 115/12 Giovanna Janett Vidal Vargas, Chile, Admisibilidad, 13 de noviembre de 2012, párr. 42. 
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